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3.-  EFECTOS  QUE  PRODUCEN  LAS 
INSCRIPCIONES  EN  EL  REGISTRO  DE  LA 
PROPIEDAD. 

El  tema  a  desarrollar  en  el  presente  capítulo  o 
sea  el  de  los  electos  que  producen  las  inscripciones 
en  el  Registro  de  la  Propiedad,  reviste  tal 
importancia  que  podemos  asegurar  que  es  el  quicio 
sobre  que  descansa  toda  la  institución. 

Trataré  en  primer  lugar,  de  los  efectos  legales 
que  produce  entre  las  partes  contratantes  o 
interesadas  en  un  negocio  jurídico,  su  inscripción  en 
el  Registro  de  la  Propiedad. 

El  artículo  1125  del  Código  Civil  en  forma 
imperativa  determina  detalladamente  cuáles  son  los 
actos  y  contratos  que  deberán  inscribirse  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  y  como  el  artículo  1518 
del  mismo  Código  a  su  vez  estatuye  que  los 
contratos  se  perfeccionan  por  el  simple 
consentimiento  de  las  partes,  excepto  cuando  la  ley 
establece  determinada  formalidad  como  requisito 
esencial  para  su  validez,  tenemos  que  en  los  actos  y 
contratos  enumerados  en  el  artículo  1125  antes 
citado,  el  instrumento  notarial  y  el  Registro  de  la 
Propiedad,  son  dos  instituciones  que  se 
complementan  para  perfeccionar  esos  negocios 
jurídicos.  Para  mayor  claridad  hagamos  referencia  al 
negocio  jurídico  o  contrato  de  compra-venta  de  un 
inmueble.  Según  el  artículo  1125  del  Código  Civil, 
este  es  uno  de  los  contratos  que  deben  inscribirse  en 
el  Registro  de  la  Propiedad  y  como  el  artículo  1576 
del  mismo  Código  preceptúa  que  los  contratos  que 
tengan  que  inscribirse  en  los  registros  deberán 
constar  en  escritura  pública,  el  contrato  de 
compra-venta  de  un  inmueble  obligadamente  tiene 
que  celebrarse  en  escritura  pública  y  sólo  queda 
perfecto  mediante  su  inscripción  en  el  Registro  de  la 
Propiedad;  pero  es  necesario  además  tener  presente 
que  conforme  el  segundo  párrafo  de  este  último 
artículo,  aún  sin  el  otorgamiento  de  la  escritura 
pública  produce  efecto  entre  los  contratantes,  pero 
no  con  respecto  a  terceros,  pues  si  llegare  a 
establecerse  la  concurrencia  de  los  requisitos 
esenciales,  tiene  validez  entre  los  contratantes  aún 
cuando  sea  solo  para  exigir  el  otorgamiento  de  la 
escritura  pública. 
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De  las  disposiciones  legales  antes  relacionadas, 
resulta  que  el  primer  efecto  que  produce  la 
inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  es  el  de 
perfeccionar  el  contrato  cuando  se  trata  de  negocios 
jurídicos  inscribibles  y  además,  producir  un  medio 
de  prueba  fehaciente  cual  es  el  título  razonado  por 
el  Registrador. 

En  cuanto  se  refiere  a  terceros,  la  inscripción 
en  el  Registro  produce  efectos  de  tal  trascendencia 
que,  como  ya  queda  dicho,  son  considerados  como 
la  base  fundamental  sobre  que  descansa  toda  la 
institución.  Al  analizar  las  diversas  legislaciones 
constitutivas  del  Registro  de  la  Propiedad  resulta 
notorio  que,  según  parece,  no  interesó  tanto 
asegurar  el  dominio  de  los  bienes  raíces  sino 
garantizar  el  crédito  hipotecario.  Antiguamente  se 
usó,  especialmente  en  Grecia,  un  sistema  de  registro 
llamado  lapidario,  consistente  en  que  en  el  bien 
inmueble  afecto  a  un  crédito,  se  ponía  una  lápida  o 
piedra  en  que  se  marcaba  la  cuantía  del  crédito  a 
que  estaba  sujeta  esa  propiedad  para  que  el  público 
se  enterase  del  gravamen.  Esta  costumbre  pasó 
después  a  Roma,  pero  posteriormente  dejó  de  usarse 
porque  se  consideró  que  iba  en  desprestigio  del 
propietario,  desde  luego  que  en  esa  forma  se  hacía 
pública  su  situación  económica.  De  todas  maneras, 
desde  entonces  se  nota  la  tendencia  del 
aseguramiento  del  crédito  con  garantía  de  bienes 
inmuebles,  por  medio  del  sistema  registral.  Así  fue 
como  en  España  el  registro  se  creó  mediante  la 
llamada  Ley  Hipotecaria;  lo  mismo  ocurrió  en 
Alemania  y  entre  nosotros,  se  reformó  y  estableció 
ya  como  una  verdadera  institución  pública,  con  la 
emisión  de  la  Ley  Hipotecaria,  cuyo  proyecto 
elaboró  una  comisión  específica  integrada  antes  de 
la  Revolución  del  71,  pero  que  terminó  y  entregó  su 
proyecto  hasta  el  año  73.  Esta  comisión  estuvo 
integrada  por  notables  jurisconsultos,  entre  quienes 
figuró  en  primer  lugar  el  Licenciado  don  Manuel 
Ubico.  En  su  interesante  informe  al  presentar  el 
proyecto  dijo  la  comisión,  en  cuanto  nos  interesa: 
"Unicamente  perjudicará  a  tercero  lo  que  aparezca 
inscrito  en  el  Registro.  Este  principio  puede 
considerarse  como  el  quicio  en  que  gira  todo  el 
proyecto  y  a  la  verdad  el  crédito,  cuyo  firme 
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establecimiento  es  la  emisión  de  la  ley,  no  es  otra 
cosa  que  la  seguridad  que  tienen  los  prestamistas  y 
acreedoras  de  cualquier  género,  de  que  la  finca  que 
garantiza  sus  derechos  está  excenta  de  gravámenes  o 
no  tiene  sino  aquellos  que  aparecen  en  el  Registro. 
Cuando  él  denuncia  la  libertad  de  un  inmueble  o  su 
sujeción  a  determinadas  cargas  es  preciso  que  pueda 
creérsele  ciegamente  y  que  los  datos  que  suministre 
produzcan  seguridad  incontrastable;  cualquier  acción, 
cualquier  derecho  que  pudiera  afectar  a  transacciones 
ya  verificadas,  no  existe,  por  lo  menos  en  cuanto  a 
tercero  si  no  consta  en  el  Registro.  Esto  debe  ser 
infalible  por  decirlo  así,  o  no  cumplirá  su  objeto". 
Más  adelante,  refiriéndose  siempre  a  la  inaf ectabil idad 
del  tercero,  en  este  mismo  informe  se  dice  que  parece 
injusto  muchas  veces  porque  salta  a  la  vista  que  hay 
una  nulidad  o  una  falsedad,  pero  que  hay  que  sacrifi- 
car el  interés  del  particular  que  resulta  perjudicado  en 
este  caso,  al  interés  general  que  produce  la  seguridad 
de  los  asientos  del  Registro. 

Antes  de  proseguir  en  el  estudio  de  los  afectos 
que  con  respecto  a  terceros  producen  las  inscripciones 
en  el  Registro,  debemos  fijar  el  concepto  de  "terce- 
ro". Es  nuestra  legislación  este  concepto  ha  venido 
variando  en  el  transcurso  del  tiempo;  es  decir,  que  la 
definición  legal  de  esta  entidad,  ha  variado  con  las 
reformas  de  nuestra  legislación  civil.  Así  tenemos  que 
en  el  Código  Civil  de  1877,  el  título  I  del  libro  IV 
comprendía  en  sus  párrafos  I,  II,  III  y  IV  todo  lo 
relativo  a  la  hipoteca  y  en  el  párrafo  V  lo  concernien- 
te al  Registro  de  la  Propiedad,  preceptuando  en  su 
artículo  2101  que  "por  tercero  se  entiende,  para  los 
efectos  de  este  Código,  el  que  no  ha  intervenido  en  el 
acto  o  contrato  inscrito".  Posteriormente,  el  7  de  ju- 
lio de  1930  se  emitió  el  Decreto  Legislativo  1656  que 
contenía  la  LEY  DE  HIPOTECA,  PRENDA  Y  RE- 
GISTRO DE  LA  PROPIEDAD  y  en  ésta  encontramos 
el  artículo  167  que  decía:  "Por  tercero  se  entiende, 
para  los  efectos  de  esta  Ley,  el  que  no  ha  intervenido 
en  el  acto  o  contrato  inscrito".  Es  de  notar  que  en  el 
primer  precepto  se  decía  "para  los  efectos  de  este 
Código"  y  en  el  segundo,  "para  los  efectos  de  esta 
ley",  lo  cual  es  natural  porque  efectivamente  la  segun- 
da no  era  un  Código  sino  se  denominó  simplemente 
Ley  de  Hipoteca,  Prenda  y  Registro. 
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Más  adelante  veremos  la  importancia  que 
tiene  para  la  interpretación  del  precepto  que  nos 
ocupa,  el  término  "inscrito".  La  llamada  Ley  de 
Hipoteca,  Prenda  y  Registro  tuvo  muy  corta 
vigencia,  pues  el  15  de  septiembre  de  1934,  entró 
en  vigor  el  Decreto  Legislativo  1932,  que  contenía 
la  reforma  del  Código  Civil  y  en  su  artículo  114 
definía  al  tercero  así:  "Por  tercero  se  entiende,  para 
los  efectos  de  esta  ley,  el  que  no  ha  intervenido  en 
el  acto  o  contrato".  En  esta  nueva  norma  la  única 
modificación  consistió  en  suprimir  la  palabra 
"inscrito".  Por  último,  en  el  Código  Civil  vigente, 
contenido  en  el  Decreto  Ley  106,  el  concepto  de 
tercero  lo  define  el  artículo  1148  así:  "Por  tercero 
se  entiende  el  que  no  ha  intervenido  "como  parte" 
en  el  acto  o  contrato".  Como  se  ve,  esta  última 
definición  ya  no  contiene  las  expresiones  "para  los 
efectos  de  esta  ley"  o  "para  los  efectos  de  este 
Código"  ni  la  palabra  "inscrito".  En  cuanto  a  la 
supresión  de  aquellas  expresiones,  la  consideramos 
atinada,  pues  los  preceptos  del  Código  Civil  son  de 
observancia  general  y  cualquiera  de  sus  disposiciones 
aplicable  a  todas  las  situaciones  de  la  vida  civil  en 
tanto  se  den  los  presupuestos  que  contempla.  Lo 
que  sí  tiene  importancia  para  nuestro  estudio,  es  la 
supresión  de  la  palabra  "inscrito"  y  el  agregado  de 
la  expresión  "como  parte",  pues  en  lo  que  hace  a  la 
primera,  o  sea  la  supresión  de  la  palabra  "inscrito", 
es  de  notar  que  cuando  aparecía  en  la  definición, 
solo  podía  conceptuarse  como  "tercero"  a  quien  no 
había  intervenido  en  el  acto  o  contrato,  pero  para 
ese  efecto,  se  requería  que  tal  acto  o  contrato 
estubiése  "inscrito";  en  cambio,  como  está  ahora  la 
definición,  no  es  necesario  que  el  acto  o  contrato 
estén  inscritos,  sino  basta  no  haber  intervenido 
"como  parte",  para  ser  considerado  como  tercero,  no 
solo  en  los  contratos  o  actos  que  estén  debidamente 
inscrito  sino  aún  cuando  no  se  hubiese  hecho  la 
inscripción.  En  consecuencia,  la  figura  de  tercero, 
nace  desde  el  momento  de  celebrarse  el  contrato. 
Pero  lo  más  importante  consiste  en  que  en  el  nuevo 
Código  se  agregó  a  la  definición  la  expresión  "como 
parte",  pues  la  interpretación  de  esta  norma  como 
estaba  en  el  Código  anterior,  dio  motivo  a  distintas 
opiniones  especialmente  entre  los  comentaristas  del 
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Código  español  del  que  se  copió.  Sostenían  algunos 
que  tal  como  estaba  redactado  el  precepto,  todas  las 
personas  que  hubieran  intervenido  en  el  acto  o 
contrato,  tales  como  el  Notario,  los  testigos,  el  Juez 
y  el  Secretario  en  su  caso,  no  tenían  la  calidad  de 
tercero  porque  habían  intervenido  en  la  celebración 
del  contrato.  Quienes  sostenían  esta  tesis 
argumentaban  que  esas  personas  no  podían 
considerarse  como  terceros  porque  conocían  el 
contrato  o  se  habían  enterado  de  las  condiciones  de 
su  celebración;  de  manera  que,  si  después  de 
intervenir  como  Notario,  Testigo,  Juez  o  Secretario 
en  un  contrato  traslativo  de  dominio  de  un 
inmueble,  celebraban  ellos  otro  contrato  con  las 
mismas  personas  o  relativo  al  mismo  bien,  no 
podían  alegar  su  calidad  de  terceros.  Los  que 
sostenían  la  tesis  contraria  aducían  que  si  bien  era 
cierto  que  aquellas  personas  por  haber  intervenido 
en  el  contrato  lo  conocían,  esa  circunstancia  no  les 
quitaba  su  calidad  de  terceros  porque  tanto  el 
Notario  como  los  testigos  o  el  Juez  y  secretario  en 
su  caso,  por  no  estar  interesados  en  el  negocio,  no 
daban  importancia  al  mismo,  tanto  en  cuanto  a  las 
personas  como  en  cuanto  a  su  objeto.  Los  testigos 
decían,  son  personas  que  intervienen  de  una  manera 
muy  accidental  y  muchas  veces  ni  siquiera  conocen 
a  las  partes  interesadas  en  el  negocio  ni  menos  las 
cosas  sobre  que  se  contrata.  Por  esa  razón  es 
interesante  la  adición  que  se  hizo  en  el  precepto 
agregando  las  alabras  "como  parte"  porque  con  ellas 
se  evita  cualquier  otra  interpretación,  desde  luego 
que  quedó  bien  claro  que  solo  puede  considerarse 
como  tercero  al  que  no  ha  intervenido  como  parte, 
es  decir,  con  interés  en  el  acto  o  contrato 
evitándose  así  la  duda  respecto  a  que  si  cualquier 
persona  que  por  uno  u  otro  motivo  hubiese 
intervenido  en  el  acto  o  contrato  ya  no  tenía  la 
calidad  de  tercero. 

Nos  interesa  conocer  ahora  la  clasificación 
doctrinaria  del  concepto  de  tercero.  Entre  las  que 
conocemos,  son  interesantes  las  tres  siguientes:  la 
primera,  es  la  que  considera  dos  clases  de  terceros: 

.....  el.  tercero  externo  y  el  tercero  interno.  El  primero 
O  ,esi  el  Que  no  aparece  identificado  en  el  registro  o 

Cs^qüe  su  interés  no  consta  de  las  inscripciones  y  el 


segundo  es  aquel  cuyo  derecho  o  interés  consta  o 
resulta  de  las  inscripciones  del  registro.  La  segunda 
clasificación  también  comprende  dos  figuras  de 
tercero,  el  tercero  determinado  y  el  indeterminado, 
pero  propiamente  es  idéntica  a  la  primera,  pues  solo 
es  diferente  en  las  palabras  usadas,  ya  que  el  tercer 
determinado  equivale  al  interno  y  el  indeterminado, 
al  externo.  La  otra  clasificación  es  original  del  autor 
cubano  Manuel  Martínez  Escobar,  quien  considera 
también  que  hay  dos  clases  al  tercero:  el  que  está 
amparado  por  el  registro  y  el  que  está  desamparado 
por  la  misma  institución.  En  las  dos  primeras 
clasificaciones  a  que  nos  hemos  referido,  el  tercero 
interno  o  determinado  está  constituido  por  la 
persona  que  en  el  registro  se  sabe  quien  es  porque 
su  interés  resulta  tácita  o  expresamente  indicado  en 
el  título  inscrito.  En  cambio,  el  tercero  externo  o 
indeterminado  su  identidad  no  aparece  del  título 
ni  de  la  inscripción,  pero  en  un  momento  dado 
puede  identificarse. 

La  última  clasificación  a  que  nos  hemos 
referido,  llama  tercero  amparado  en  el  registro  al 
que  no  habiendo  intervenido  en  un  acto  o  contrato, 
adquiere  posteriormente  derecho  sobre  la  misma 
cosa  o  gravamen  actuando  de  buena  fe,  porque  éste 
no  tuvo  conocimiento  de  los  vicios  o  defectos  de 
que  adolecía  la  inscripción  anterior;  y  tercero 
desamparado  por  el  registro,  al  que  aunque  no 
hubiése  intervenido  en  el  acto  o  contrato  anterior, 
actúa  de  mala  fé  porque  conociendo  el  contrato 
anterior  o  las  condiciones  a  que  estaba  sujeta  la 
inscripción,  celebra  un  nuevo  contrato,  perjudicial  a 
los  intereses  de  otras  personas. 

Es  de  notar  que  la  institución  de  tercero  es  de 
tal  manera  importante  que  para  algunos  autores  y 
aún  para  legisladores,  no  interesa  la  buena  o  mala  fé 
con  que  el  tercero  haya  actuado.  A  este  respecto 
dice  el  eminente  jurisconsulto  don  Manuel  Ubico  en 
el  informe  a  que  ya  me  referí,  que  aunque  parezca 
injusto,  el  derecho  de  tercero  es  inafectable  de  todo 
punto  de  vista,  porque  aún  cuando  se  llegue  a 
lesionar  un  derecho  particular,  esa  lesión,  ese 
perjuicio,  tiende  al  beneficio  de  la  seguridad  general 
que  determina  el  registro.  Establecido  ya  cual  es  el 
concepto  de  "tercero"  para  los  efectos  del  Registro 
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de  la  Propiedad,  tanto  de  conformidad  con  nuestro 
derecho  positivo,  como  desde  el  punto  de  vista 
doctrinario,  conviene  ahora  determinar  en  qué 
forma  está  protegido  ese  derecho  por  las  normas 
legales,  que  rigen  la  materia.  A  este  respecto  es 
importante  comentar  los  preceptos  contenidos  en 
los  artículos  1146  y  1147  del  Código  Civil,  los 
cuales  están  concretados  a  proteger  el  derecho  del 
tercero  y  nótese  que  en  estas  disposiciones  no  se 
alude  a  si  la  protección  se  otorga  al  tercero  que 
hubiese  actuado  de  buena  fe,  por  el  contrario,  en  la 
forma  en  que  están  redactados  esos  artículos,  no 
parece  sino  que  al  legislador  no  le  ha  preocupado  la 
buena  o  mala  fe  con  que  haya  actuado  el  tercero. 
Según  esas  normas,  basta  tener  la  calidad  de  tercero, 
para  gozar  de  la  protección  legal  que  instituyen.  La 
forma  en  que  está  redactado  el  artículo  1146  antes 
citado,  ha  suscitado  múltiples  problemas  en  la 
práctica  y  originado  conflictos  casi  insolubles.  Según 
ese  precepto,  si  la  inscripción  de  dominio  de  un 
inmueble,  supongamos,  se  anula  porque  llegó  a 
establecerse  que  la  persona  a  cuyo  favor  se  hizo,  no 
era  la  legítima  propietaria  del  mismo  o  que  se 
declaró  nulo  o  falso  el  contrato  inscrito,  ya  se  había 
operado  otra  inscripción  de  dominio  a  favor  de  un 
tercero,  esta  última  inscripción  no  se  invalida. 
Resulta  entonces  que,  en  este  caso,  el  tercero, 
aunque  haya  actuado  de  mala  fe,  conserva  su 
derecho  de  dominio  inscrito,  protegido  por  la  ley  y 
en  cambio,  el  legítimo  propietario  queda  totalmente 
desamparado  y  aunque  se  haya  resuelto  a  su  favor  el 
juicio  que  hubiere  seguido  para  anular  la  inscripción 
viciada,  de  todas  maneras  pierde  su  propiedad. 
Además,  no  deja  de  producirse  una  anomalía 
aunque  sea  simplemente  formal  resultante  de  la 
solución  de  continuidad  de  las  inscripciones,  porque 
la  última  que  conserva  su  validez,  se  originó  de  la 
anterior  que  fue  declarada  nula  y  por  consiguiente 
totalmente  cancelada,  queda  así  sin  inscripción 
antecedente  la  inscripción  a  favor  del  tercero. 

En  cuanto  al  artículo  1147,  solo  tenemos  que 
comentar  que  el  primer  caso  de  excepción  que 
contempla,  está  incluido  en  el  artículo  1146,  pues 
según  este  artículo,  los  actos  o  contratos  otorgados 
por  persona  que  en  el  Registro  aparezca  con 
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derecho  a  ello,  una  vez  inscritos  no  se  invalidarán  en 
cuanto  a  tercero,  aunque  después  se  anule  o  resuelva 
el  derecho  del  otorgante,  en  virtud  de  causas  que  no 
aparezcan  del  mismo  registro.  De  donde  resulta 
inoficioso  repetir,  como  se  hace  en  el  inciso  lo.  de 
este  artículo,  que  las  acciones  rescisorias  o 
resolutivas  no  perjudicarán  a  tercero  que  haya 
inscrito  su  derecho,  excepto  cuando  esas  acciones 
hayan  sido  estipuladas  expresamente  por  las  partes  y 
consten  en  el  Registro,  pues  ya  en  el  artículo 
anterior  se  consigna  que  el  derecho  de  tercero  no  se 
perjudica  aunque  se  invalide  la  inscripción  hecha  a 
favor  de  quien  le  transmitió  el  derecho,  en  virtud  de 
causas  que  no  aparezcan  del  mismo  registro. 

Nuestra  jurisprudencia  se  ha  manifestado  en 
diversos  sentidos  en  cuanto  a  este  tema.  Sería  muy 
extenso  comentar  todo  lo  que  yo  quisiera  respecto 
al  criterio  sostenido  por  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  en  esta  materia,  pero  haré  referencia  a 
algunos  casos  muy  interesantes,  sobre  todo  para 
hacer  notar  la  contradicción  existente  entre  algunos 
fallos  de  casación  con  respecto  a  otros. 

En  1935,  conoció  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
de  los  juicios  ordinarios  acumulados  sostenidos  por 
Carlos  Tummler,  Adolfo  Muller,  Bernardo  Zweig  y 
Alberto  0 rellana  Soria  contra  Schwartz  y  Co., 
Wchwartz  Brothers,  la  Compañía  de  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América,  Adolfo  Sthal, 
Adolfo  Schwank,  Daniel  B.  Hodgsdon  y  el  Banco  de 
Guatemala.  Actuaron  como  directores,  tres 
connotados  jurisconsultos  de  nuestro  foro,  como 
eran  los  Licenciados  don  Marcial  García  Salas,  Don 
Carlos  Salazar  Argumedo  y  don  Francisco  Villagrán 
de  León.  Parece  que  la  Corte  Suprema  dio  mucha 
importancia  a  este  litigio  e  hizo  publicar  en  la 
Gaceta  de  los  Tribunales,  cosa  que  nunca  había 
hecho,  los  alegatos  de  las  partes  a  continuación  de 
la  sentencia;  pero  lo  que  a  nosotros  nos  interesa  es 
la  tesis  que  en  este  fallo  sustentó  el  Tribunal 
Supremo  con  respecto  al  concepto  de  tercero  para 
los  efectos  del  Registro.  En  la  parte  conducente  de 
las  consideraciones  de  derecho,  estimó:  "a)  que  al 
hacerse  la  inscripción  de  dominio  a  favor  de  los 
señores  Schwartz  Brothers,  como  rematarios  del 
Ferrocarril,  Agencia  y  Muelle  de  Ocós,  no  existía  en 
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el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble  ninguna 
circunstancia  que,  de  conformidad  con  la  lev, 
impidiese  tal  operación,  o  que  la  dejara  afecta  a  la 
resulta  de  alguna  acción  de  cualquiera  clase  que 
fuese  que  ya  estuviera  anotada  con  anterioridad;  b) 
que  en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble 
tampoco  había  gravamen  o  anotación  de  ninguna 
clase,  cuando  se  inscribió  el  contrato  de 
compra -venta  concerniente  al  ferrocarril,  agencia  o 
muelle  de  Ocós,  que  celebraron  los  señores 
Sechwartz  Brothers  y  la  Compañía  del  Ferrocarril 
Central  de  Guatemala;  c)  que  exactamente  en  las 
mismas  condiciones  que  se  dicen  en  los  dos  puntos 
anteriores  se  hallaban  el  Registro  cuando  se  hizo  la 
inscripción  de  dominio,  en  favor  de  la  Compañía 
de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro 
América;  es  decir,  que  al  efectuarse  tal  operación, 
el  Registro  estaba  limpio  de  todo  gravamen  o 
anotación;  de  manera  pues,  que  la  empresa  aludida 
compró  en  esa  forma  la  propiedad  física  de  todas 
las  líneas  del  Ferrocarril  Central  de  Guatemala  y 
sus  anexos;  y,  d)  que  las  cuatro  demandas 
acumuladas  que  se  examinan,  no  estaban  anotadas 
en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble,  ni  lo 
están,  cuando  fueron  celebrados  los  contratos 
aludidos.  .  .  Aún  en  el  supuesto  de  que  fuera  nulo 
el  derecho  que  tenían  inscrito  los  señores 
Sechwartz  Brother  y  así  se  hubiera  declarado  en 
sentencia  firme  con  posterioridad  a  los  contratos 
celebrados  con  la  Compañía  del  Ferrocarril  Central 
de  Guatemala  y  por  esta  con  la  empresa  de  los 
Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro  América, 
siempre  tendría  que  mantenerse  en  todo  su  vigor  la 
inscripción  de  dominio  que  ampara  los  derechos  de 
esta  última  compañía;  porque  así  lo  disponen  los 
artículos  2107  del  Código  Civil  de  1877  y  1121  del 
Decreto  Legislativo  número  1932;  tanto  más  que  en 
todo  el  juicio  no  existe  prueba  contraidctoria  de  la 
buena  fé  de  la  empresa  de  los  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América  como  adquiriente 
del  dominio  que  tiene  inscrito.  Luego  no  procede  la 
nulificación  de  los  contratos  relacionados  con  los 
Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro  América  que 
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demandan  al  señor  Tummler  y  Compañeros". 

Como  se  ve,  la  Corte  Suprema  en  este  fallo 
sostuvo  la  ¡nafectabilidad  del  derecho  de  tercero 
cuando  hubiese  actuado  de  buena fé.  La  doctrina 
correspondiente  a  esa  sentencia  dice:  "El  tercero 
adquiriente  de  buena  fé  y  con  registro  limpio,  jamás 
puede  ser  perjudicado  en  sus  derechos  inscritos". 

Posteriormente,  el  Tribunal  de  Casación 
sostuvo  un  criterio  distinto  según  se  ve  la  doctrina 
que  informa  otro  fallo  y  que  dice:  "El  hecho  de 
imponer  un  gravamen  hipotecario  sobre  un  bien 
inmueble  ajeno,  sin  el  consentimiento  del 
propietario,  no  es  acto  nulo  sino  inexistente,  porque 
desde  su  imposición  no  produce  ningún  efecto, 
aunque  se  haya  inscrito  en  el  registro,  puesto  que 
no  adolece  de  vicio,  sino  es  inválido  desde  su  origen; 
no  siéndole  aplicable  la  excepción  de  ¡nafectabilidad 
contenida  en  el  artículo  1121  del  Código  Civil,  a  la 
persona  que  adquiera  ese  gravamen  por  cesión  del 
que  aparece  como  titular  del  mismo".  El  litigio  en 
este  caso  surgió  a  consecuencia  de  que  tres  personas 
se  confabularon  para  estafar  a  un  tercero  dueño  de 
una  propiedad  inmueble.  Se  hicieron  otorgar  un 
poder  falso  por  una  persona  que  fingió  ser  la  dueña 
de  un  inmueble.  Con  ese  poder  hipotecaron  la  finca; 
después  el  acreedor  hipotecario  cedió  el  crédito  a 
otra  persona.  Cuando  el  verdadero  dueño  se  enteró 
de  que  su  finca  había  sido  hipotecada  en  aquella 
forma,  entabló  el  juicio  respectivo  para  invalidar 
esos  contratos  alegando  su  nulidad  absoluta  o 
inexistencia  jurídica.  El  demandado,  que  era  la 
persona  que  había  adquirido  el  crédito,  tal  vez  de 
buena  fé,  invocaba  en  su  apoyo  la  ¡nafectabilidad  de 
su  derecho  por  ser  tercero  que  adquirió  el  crédito 
hipotecario  con  registro  limpio.  Sin  embargo,  la 
Corte  dijo  que  no  se  trataba  simplemente  de  una 
nulidad,  porque  el  acto  o  mejor  dicho  los  contratos 
originales,  no  habían  tenido  existencia  jurídica  y 
por  lo  mismo,  no  podían  producir  ningún  efecto. 
De  manera  que,  aún  cuando  el  adquiriente  del 
crédito  era  un  tercero  y  no  se  demostró  que  haya 
actuado  de  mala  fé,  resultó  afectado  en  su  derecho 
porque  según  el  criterio  del  tribunal  no  pueden 
aprovecharle  los  actos  inexistentes  anteriores  al 
contrato  mediante  el  cual  adquirió  el  crédito. 
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En  otro  caso,  el  litigio  se  originó  de  que  un 
apoderado  sin  facultad  para  gravar  los  bienes 
inmuebles  de  su  poderdante,  constituyó  hipoteca 
sobre  una  finca  urbana,  en  garantía  de  un  crédito. 
El  acreedor,  cedió  el  crédito  a  un  tercero.  La 
propietaria  de  la  finca  hipoteca  demandó  después  la 
nulidad  de  la  hipoteca  con  base  en  que  su 
apoderado  no  tenía  facultad  para  constituirla  y  que 
consecuentemente,  se  declarara  también  la  nulidad 
de  la  cesión  del  mismo  gravamen.  Al  conocer  en 
Casación  la  Corte  Suprema  de  Justicia  consideró: 
"La  nulidad  del  contrato  de  mutuo  con  hipoteca 
celebrado  entre  el  señor  A  como  apoderado  de  la 
señora  B  y  el  señor  C  no  puede  perjudicar  al  señor 
X  porque  el  principio  de  no  afectabilidad 
consagrado  clara  y  terminantemente  por  el  artículo 
1146  del  Código  Civil  y  que  ratifica  el  1148  del 
mismo  cuerpo  legal,  respalda  este  criterio,  ya  que 
como  se  prueba  con  la  certificación  del  Registro  de 
Inmuebles  que  fue  acompañada  por  el  propio  actor, 
cuando  X  adquirió  el  crédito  constituido  sobre  la 
finca,  se  encontraba  inscrito  sin  ninguna  limitación  a 
favor  de  C  y  aquel  es  un  tercero  de  buena  fé,  pues 
no  intervino  en  la  constitución  de  ese  crédito  y 
además,  no  consta  en  autos  que  en  su  adquisición 
obrara  de  distinta  manera." 

Como  se  ve,  en  los  dos  fallos  en  que  la  Corte 
ha  mantenido  la  ¡nafectabilidad  del  derecho  de 
tercero,  lo  ha  hecho  bajo  el  supuesto  de  que  éste 
procedió  de  buena  fé,  condición  que  no  está 
establecida  de  manera  expresa  en  la  ley,  pero  que  sí 
la  contempla  en  forma  tácita  al  estatuir  lo  relativo  a 
las  acciones  rescisorias  o  resolutorias. 

Hay  otras  situaciones  que  en  nuestro  medio 
ocurren  muy  a  menudo  y  en  las  que  es  interesante 
conocer  cuál  ha  diso  el  criterio  sustentado  por  el 
Tribunal  de  Casación. 

Se  trata  del  derecho  de  propiedad  adquirido 
por  herencia  intestada.  Sucede  que  en  muchas 
ocasiones  comparecen  a  radicar  el  juicio  intestado 
uno  o  más  herederos  y  logran  que  el  tribunal  dicte 
el  auto  correspondiente  haciendo  la  declaratoria 
respectiva  a  su  favor,  pero  siempre,  como  es  de  ley, 
sin  perjuicio  de  tercero  de  igual  o  mejor  derecho. 
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Posteriormente  se  presenta  otra  u  otras  personas  y 
pide  la  ampliación  de  la  declaratoria  de  herederos  a 
su  favor  y  el  Juez  así  lo  resuelve.  Pero  cuando  éstos 
últimos  herederos  se  presentan  a  inscribir  su  derecho 
en  el  Registro,  ya  los  primeros  han  vendido  el 
inmueble  o  los  inmuebles  objeto  de  la  herencia. 
Surge  entonces  el  problema  consistente  en  saber  si 
es  afectable  el  derecho  de  quien  compró  la  finca  a 
los  primeros  herederos,  como  tercero  adquiriente. 
La  Corte  Suprema  también  ha  dictado  fallos 
contradictorios  al  resolver  los  litigios  promovidos 
con  este  motivo. 

En  sentencia  dictada  al  trece  de  octubre  de  mil 
novecientos  cuarenta  y  cuatro,  la  Corte  sostuvo  el 
criterio  de  que  la  expresión  "sin  perjuicio  de  tercero 
de  igual  o  mejor  derecho",  constituía  una  condición 
resolutoria  de  los  derechos  de  los  herederos  inscritos 
y  por  lo  tanto,  esa  condición  resolutoria  constaba 
en  el  registro  y  por  esa  razón  afecta  el  derecho  de 
tercero.  En  la  doctrina  correspondiente  a  este  fallo 
consignó:  "Solo  perjudica  a  tercero  lo  que  está 
inscrito  en  el  Registro,  entendiéndose  por  tercero 
todo  aquel  que  no  ha  intervenido  en  el  acto  o 
contrato.  La  condición  resolutoria  impuesta  a 
herederos  declarados,  es  sin  perjuicio  de  otros  de 
igual  o  mejor  derecho;  y  por  la  traslación  de 
derechos  a  favor  de  los  primeros,  queda  sujeta  a 
condición  resolutoria".  En  la  parte  considerativa  de 
este  fallo  estimó:  "Que  al  disponer  la  ley  de 
enjuiciamiento  civil  y  mercantil,  en  sus  artículos 
584  y  585,  que  la  declaratoria  de  herederos,  en  el 
juicio  de  intestado  sea  sin  perjuicio  de  tercero  de 
igual  o  mejor  derecho,  incorpora  al  derecho  que 
reconoce,  la  posibilidad  de  un  acontecimiento  futuro, 
consistente  en  que  después  pudieran  aparecer  otros 
en  iguales  o  mejores  situaciones  de  parentesco  con  el 
causante  y  en  resguardo  de  sus  derechos  establece  la 
circunstancia,  que  al  resultar  cierta,  afecta  substancial- 
mente  los  derechos  que  con  anterioridad  fueron  re- 
conocidos, unas  veces  extinguiéndolos,  otras  reducién- 
dolos, por  ser  la  declaratoria  sin  perjuicio  de  tercero. 

Por  lo  tanto,  la  ley,  que  es  una  de  las  fuentes 
de  las  obligaciones  y  de  lo  que  con  ellas  se 
relaciona,  ha  creado  esta  circunstancia  accidental 
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que  al  realizarse  influye  jurídicamente  sobre  los 
derechos  ya  reconocidos  con  anterioridad,  que  es, 
precisamente,  una  condición,  que  se  une  y  persigue 
a  los  de  los  herederos  declarados  primeramente,  en 
defensa  de  los  que  después  aparezcan,  hasta  que  se 
extingan  por  los  medios  legales,  y  si  no  fuera  así,  no 
tendría  objeto  la  disposición  de  la  ley". 

Dos  Magistrados  votaron  en  contra,  sosteniendo 
la  tesis  contraria  en  los  siguientes  términos:  "Aún 
cuando  puede  argumentarse  en  forma  jurídica  -de 
apariencia-  la  concurrencia  de  circunstancias  que 
podrían   equiparar   la   locusión   referida   a  una 
condición  resolutoria,  bajo  el  verdadero  aspecto 
jurídico,  sereno  y  de  fondo,  es  inaceptable  esa  tesis: 
porque  dicha  disposición  solo  la  contiene  el  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  no  haciendo 
mención  ni  referencia  alguna  de  ella  el  Código  Civil, 
circunstancia  que  en  técnica  jurídica  equivale  a  que 
solo  tiene  efectos  procesales,  como  es  el  de  no 
causar  estado,  quitándole  el  auto  de  declaratoria  de 
herederos  la  fuerza  legal  de  cosa  juzgada.  La 
exposición  de  motivos  de  la  comisión  de  legislación, 
autora  del   Código  de   Enjuiciamiento   Civil  y 
Mercantil,  nada  comenta  a  ese  respecto,  por  lo  que 
se  deduce  que  solamente  trasplantó  el  artículo  que 
contiene    dicha    disposición,   del    Código  de 
Procedimientos  Civiles  anterior;  que  también,  y  sin 
estudio  de  causa  y  efectos,  lo  trajo  de  la  legislación 
española,  ignorando  su  raigambre  ya  que  no  hace 
exposición  alguna  sobre  su  contenido.  Si  condición 
resolutoria  fuere,  necesaria  e  indudablemente  el 
Código  Civil  la  mencionaría  de  manera  especial, 
porque  constituyera  una  limitación  al  derecho  de 
propiedad  en  todos  aquellos  bienes  habidos  por 
herencia  intestada;  y  no  obstante  que  semejante 
cosa  sería  de  grande  importancia,  no  la  menciona,  y 
los  comentaristas  de  derecho  civil,  que  también, 
necesariamente   la  habían   de   tratar   como  tal 
condición  limitadora  del  derecho  de  propiedad, 
guardan  elocuente  silencio  al  respecto".  En  otra 
parte  de  su  voto  dijeron:  "Grandes  proyecciones  de 
funestos  efectos  para  la  vida  económica  del  país  y 
una  lesión  directa  a  la  importancia  de  la  institución 
del  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble  se  afectarían, 
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concediendo  la  apreciación  legal  de  "Condición 
resolutoria"  a  la  locución  mencionada,  apreciación 
que  no  podemos  aceptar" 

Ultimamente,  en  otro  fallo  la  Corte  sostuvo 
criterio  distinto,  con  la  siguiente  argumentación: 
"En  resumen,  no  puede  considerarse  la  situación  de 
los  herederos  solo  en  interés  de  ellos  mismos,  ya 
que,  el  derecho  de  propiedad  sobre  inmuebles  solo 
se  establece  mediante  las  inscripciones  en  el 
Registro,  y  si  en  el  momento  de  registrarse  la 
compra-venta  de  que  se  trata  no  aparecían  inscritos 
más  derechos  que  los  de  los  vendedores,  no  es  válida 
la  tesis  basada  en  que  se  vendió  cosa  ajena.  Ya  se  ha 
dicho  en  este  fallo  que  únicamente  perjudicará  a 
tercero  lo  que  aparezca  inscrito  y  que  los  actos  o 
contratos  que  se  ejecuten  u  otorguen  por  personas 
que  en  el  registro  aparezcan  con  derecho  a  ello,  una 
vez  inscritos.no  se  invalidarán  en  cuanto  a  tercero, 
aunque  después  se  anule  o  resuelva  el  derecho  del 
otorgante,  en  virtud  de  causas  que  no  aparezca  en  el 
registro  por  todo  lo  cual  no  puede  perjudicarle  en 
su  calidad  de  tercero  al  comprador,  la  circunstancia 
de  que  con  posterioridad  al  contrato  de 
compra-venta,  se  hubiera  establecido  que  también 
tiene  derecho  de  propiedad  otros  herederos  además 
de  los  vendedores,  porque  esta  situación  no  aparecía 
en  el  registro  de  la  finca  y  por  lo  tanto  no  puede 
invalidarse  el  contrato  impugnado,  aún  cuando  se 
resuelva  el  derecho  de  los  vendedores  envirtud  déla 
existencia  de  otros  co-herederos  que  no  figuraban  en 
el  registro". 

He  querido  establecer  lo  más  claro  posible  cual 
es  la  figura  de  tercero  en  cuanto  a  las  inscripciones 
del  Registro  de  la  Propiedad,  y  con  lo  dicho  creo 
que  sólo  he  esbozado  algunos  aspectos  de  la 
materia,  pues  como  dije  al  principio,  el  concepto  de 
tercero  es  lo  esencial  en  la  institución  del  Registro 
de  la  Propiedad  y  por  lo  mismo,  el  tema  es 
inagotable.  Solo  téngase  presente  que  en  nuestros 
tribunales,  se  a  tratado  siempre  de  respetar  el 
derecho  inalienable  de  tercero;  pero  aunque  la  ley 
no  lo  dice  expresamente,  a  mi  juicio  debe 
entenderse  siempre  que  la  ley  ampara  de  manera 
irrestricta  al  tercero  de  buena  fé,  aunque  algunos 
autores  sostienen  de  manera  radical  la 
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¡nafectab ¡ I idad  del  derecho  de  tercero,  sin  importar 
si  actuó  de  buena  o  mala  fé,  tales  como  el  conocido 
autor  barrachina  que  dice:  "para  la  ley  hipotecaria 

no  hay  más  dueño  que  el  que  aparece  serlo  en  el 
registro;  quien  de  ese  compra,  compra  bien  aunque 
le  conste  que  no  es  dueño  el  que  vende,  podrá 
cometer  un  pecado  pero  no  una  acción  prohibida 
por  la  Ley". 
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